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VISTO:

RESOLUCTÓN pE lEgENeglúUMlgAL_¡: 550-2026-c[/-[/DCC

Cerio Colorado. 30 de setiembre de 2026

La Resolución de Gerencia N " 1 149-2026'GDUC-MDCC de la Gerencia de Desarrollo Urbano y Calastro; Proveído N'1390-2026-
GDUC-fuloCC de la Gerencia de Desarollo Urbano y Cataslro; Recurso de apelación contra la Resolución de Gerencia N"1149-2026-
GDUC-[¡DCC.Trámite 2607081148 presenlado por los adminisfados John Charles ¡.,1ac Dowall Talavera y Elba Yanet Delgado Cuentas]
Proveido N'1491-2026-GDUC-MDCC de la Gerencia de Desarrollo Urbano y Catastro; Inforne N' 351-2026-ABOG.VACR-t-GDUC-l\¡DCC
gsl Abogado de la Gerencia de Desarrollo Urbano y Catastro; Informe N"0367-2026-GDUC-LíDCC de la Gerencia de Desarollo Urbano y
Catastro; Proveído N'3700-2026,G|\r-MDCC de la Gerencia lllunic¡pat; prove¡do N. 3S2-2026-GAJ-MDCC de la cerencia de Asesoria
JurÍdica; Proveido N'1666,2026-cDUC-MDCC de la Gerencia de Desarro o Urbano y Catastroi proveido N.1423-2026,SG0p_cDUC-
l\¡DCC de la Sub Gerencia de Obras Privadas; lnforme fécnico N'136-2026-NOUSGOP-GDUC-MDCC de¡ Especialista Técnico Evaruaoor;
Informe N'223-2026-SGOP-GDUC,i/DCC de la Sub cerencia de Obras pr¡vadasi proveído N"1706_2026-GDUC_MDCC de ta Gerencia de
Desarrollo lJrbano y Cataslro; Informe N" 397-2026-AB0G.VACR-l-cDUC-l\¡DCC del Abogado de la cerencia de Desarollo Urbano y

Calastro; Informe N'0415-2026-GDUC-MDCC de la Gerencia de Desarrollo Urbano y Catastro; Informe Legat N' 062-2026,E1-SGALA-
1\¡Dcc de la Especialisla Legal de la sub Gerencia de Asuntos Legales Administrativosi Proveido N'468-202é"GAJ-MDCC del Gerenre oe
Asesoria Juridica, y;

CONSI0EMND0I

Que, el artículo 194 de la Constitución Política del Perú de 1993 prescribe que las municipalidades provinciales y distrilales son
Órganos de goblefno local que gozan de autonomía politica, económica y administrativa en los asunlos de su comoétenciat ero en
concordancia con el arliculo ll del Titulo Preliminar de la Ley orgánica de Municipalidades el cual prescribe que la áutonomia que la

Ittt1liro¡.PolÍt¡ca del Perú eslablece. para.las municipalidades ¿dica en ta facultad de ejercer actos de gobieino, administrativos y de
con sujeción al ordenamiento juridico;

Q!e, el Trlbunal Constitucional en la sentencla recaida en los expedientes 00001-2021-CC/TC y 00004-2021-CCiTC
(acumulados), fundamentos 36 y 37, sosliene que del ejercicio de la autonomia se desprende que los gobiernos locaies pueden desaro¡ar
a través de las normas municipales afibuciones necesarias para garantizar su autogobierno en los asuntos que conslitucionalmente tes
competen; precisando, sin embargo, que la autonomia no debe confundifse con autarquia, pues esta debe ser ejercida de conformidad con
l¿ const¡lución y las leyes, dado que la autonomía que poseen los gobiernoi locates no significa que el desarlollo normalivo ejercido por
éstos se realice en un orden amienlo ju rídlco aislado, sino que su regulación se enmarca en un sislema nacional armónicoj

Que' el sub numeral 1.1 del numeral 1 del artículo lV del Tílulo Preliminar de la Ley del procedimiento Administralivo General
(en adelanle, LPAG) preceptúa que el procedimiento administralivo se suslenta fundamenlalmenle en el principio de legalidad, por et cual
las auloridades administrativas deben actuar con resp€to a la Conslitución, la ley y al derecho, denlro de las faculúdes que le estén
atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferjdosl

Que, el numeral 207.1 del articulo 207 de la Ley del Procedimiento Adminlslrativo General establece que son recursos
administrativos' el recurso de teconsideración y el recurso de apelación; agregando que sóio en caso que por ley o decieto legislalivo se
establezca expresamenle, cabe la interposición delrecurso adminislrativo de revisiónl

Que, el numeral 207.2 del atliculo 207 de la Ley
Inle.oosición de los recu.sos es de qurnce (15) dias háoiles
adminislrativo cueslionado;

del Procedimiento Administrativo General regla que el término para la
perenloflos, computados desde el dla siguiente de notificado el aclo

. Que, el artículo 209 de la Ley del Procedimiento Administralivo General de¡inea que el recurso de apelación se interponora
cuando la impugnación se sustenle en diferente inlerpretación de las pruebas producjdas o cuando se lrate de cuesliones de puro derecho,
debiendo dirigirse a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que eleve lo actuado al superior jefárquico;

Que, el lratadista Cristian Northcote Sandoval, en el Informe Especial titulado "CAMCTERÍST|CAS OE LOS RECURSOS
AD[/INISTMT]VOs DÉ REc0NslDEMclÓN Y APELAcIÓN", expresa que el recurso de apetación es la manifestación det derecno a ra
doble ¡nstancia adminislrativa que poseen los adminislrados, en virtud del cual, todos los aclos administralivos están sujelos a la revisión
del superior jerárquico' con las excepciones ptevlslas por ley, pof ende, el recurso de apelación no requiere sustenlaise en una nueva
prueba 0 hecho, s¡no en una diferente inlerpretac¡ón de Ios argumentos o medios de prueba actuados en el expedienle, o cuando se rrale
de cuestiones de puro derccho, es decir, aquellos casos en loi que el punto de discusión es la interprelación o aplicación de una norma;
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"Cuna lef Si[far" Que, mediante Resolución de Gerencia N'1 149-2026-cDuc-t\¡Dcc notifcada con fecha 24 de iunio de 2026. se resuetve
sancionar a la sociedad conyugal conlormada por los adm¡nistrados John Charles l\4ac Dowall Talavera y ElbaYanet Delgado Cuentas en
calidad de propietarios del predio ubicado en el Fundo Chal¡apampa Coop. Frank Michell Ltda, l,rtanzana J, Lote 1-C, distrito de Cerro
Colorado, por la comisión de la infracción tipificada con DUC 68'Por ejecular obras de edifcaclón en general, ampliación, remodelación,
modiflcación, cercos demoiición, etc., sin contar con la autorización corespondienle", al haberse acreditado que los adminislrados

la conslrucción del cerco perimétrico del predio sin contar con la autor¡zación coÍespondiente; imponiéndoles como sanción
el pago de una multa de S/. 6,721.71 (Seis mil setec¡entos ve¡nt¡uno mn 711100 soles) y como med¡da corectiva la demolición

en su totalidad de la constfucción delcerco perimétrico ejecutado en el predio con un área de edificacjón aproximada de 167.38 m2;

Que, eslando a la normativa señalada aplicada al caso sub análisis y los actuados que obran en el expediente, se t¡ene que a
del recurso administrativo de apelación signado con Trámite 2607081148, presentado por los adminisÍados John Chales l\¡ac Dowall

alavera y Elba Yanet Delgado Cuentas, controvierte la declsión adoptada en la Resolución de Gerencia N" I 149-2026-cDUC-[/DCC,

Que, conforme obra en los actuados, la Resolución de Gerencia N'1149-2026-GDUC-¡¿!DCC se notiflcó al obielante el 24 de
jun¡o de 2026, como se aprecia del c€rgo de notilcación que corre a folios ciento veintitrés (123) y cienlo veinticuatro (124)i

Oue, el recurso impugnalorio presenlado, se fundamenta e¡ quei a) La notificación del inicio del procedim¡ento sanc¡onador, se
habría realizado el 07 de oclubre de 2025 dejándose la documentación en una caseta de vigilancia, no cumpliendo con las formalldades de
la notificación personal, dado que la persona que recibió la documenlación es una persona aiena a los adminislrados y no se vtncuta
juríd¡camente con el deslinatario de la nol¡ficaciónj por lo tanto, la sola entrega de la resolución en una casela de vigi¡anc¡a no salisface las

. exigencias legales para una notificación válida, al no haberse acreditado que quien la recibió se enconlrara aulorizado o facullado para
recEiy'¿'3) Desde el 17 de octubre de 2025, se viene famitando la regularización de la Licencia de Edificación l,4odalidad B mediante
eflediente 251017V216, circunslancia reconocida en el numeral 4.5 del Informe Fjnal de Inslrucción N'054-2026; ¿simismo, se dejó
constancia que la construcción del cerco obedeció a actos de delensa posesoria lrente a amenazas concrelas de invasión por oarte de

\-F,C¡: : ,
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lerceros, constiluyendo una medlda urgente deslinada a evitar la pérdida material de la posesión del predio; c) La administración no ha
valorado integralmenle el mnlexto en el que se produjo la construcción, mnsiderando la situación de emergencia posesoria que motivó su
ejecución, por lo que no resullaba suliciente analizar únicamente la ausencia formal de la licencia, pres¿ind¡endo de las circunslancias
concretas que dieron origen a la actuación cuestionada; d) La municipalidad sostiene que una vez obtenida la licencia se podrá solicitar el
archivamienlo del procedimiento sancionador, siendo irrazonable imponer una sanción mientras se encuentra pendiente el procedimiento
de regularización, cuyo resultado incide direclamente en la cont¡nuidad y eventual archivo del procedimiento sancionadori más aún cuando
la demora generada se da por la propia lramitación administraliva, por sucesivas observaciones que prolongaron su culminac¡ón. En ese
sentido, la adminislración debió reallzar una valoraclón inlegral de las cifcunstancias relevantes para determinar la responsabil¡dad
administrativa, y no limitarse a constalar la ausencia de l¡c€ncia al momenlo de la conslrucción, omiliendo las circunslancras que molivaron
la ejecuc¡ón de la obra y el eslado del procedimienlo de regular¡zación; e) La demolición constituye ta medida más gravosa y su e¡ecución
generarla un perjuicio irreversible, espec¡almente si posteriormente se aprobara ia licencia de reqularización, Pese aello la Administración
no efecluó un juicio oe proporcionalidad ni justrfcó por qué la demoiición era necesaria, ,dónea e indrspensable: 0 En rqénlo a tos
lundamentos expuestos, solicilan se revoque la Resolución de Gerencia N' 1 149-2026-GDUC-MDCC por contravenir los pr¡ncipios de
razonabilidad, proporcionalidad, buena fe, verdad material, confianza legitima, debido procedimiento, lipicidad e inlerdicción de ta
arbilrarledadi

oue, del recurso administralivo sub examine se advierte en primer lugar, que éste ha sido inierpueslo dentro de los quince otas
(15) hables perenlorios para su inlerposlción, 08 de julio del 2026, en segundo lugar, que es incoado anle el mismo ófgano que dictó el aclo
impugnado en tercer lugar, que se suslenla en cuestiones de puro derecho; y, en cuarto lugar, que cumple con bs équisitos exigioos por
los arliculos 1'13 y 211 de Ia LPAG;

Que, ante lo alegado por los impugnantes, compete reexaminar si ¡a decisión adoptada por el órgano que emilió la Resolución
de Gerenc¡a N'1 149-2026-MDCC, se ajusla a derecho o no, para tal fin es preciso considerar que el numeral I del articulo 4 del Texlo
Unico Ordenado de la Ley de Regularización y Habilitaciones Urbanas y de Edif¡caciones (en adelanle, fUO de la LRHUE) paula que las
municipalidades distdtales, en el ámbilo de su jurisdicción (,,,) lienen competencia para la aprobación de proyeclos de habilitación urbana
y de edific¿ción, de conformidad con lo dispuesto en la Ley N' 27972, Ley Aryánica de Mun¡cjpalldades. Corresponde a las citadas
municipalidades, conforme su iurisdicción, competencias y atribuciones, el segu¡miento, supervisión y fiscalización en la eiecución de los
proyectos contemplados en las diversas modalidades eslablecidas en la presenle Leyi

Que, el numeral 3.1 del articulo 3 del Reglamento de Licencias de Habilitación Urbana y L¡cencias de Edific¿c¡ón en adetante,
Reglamenlo de la LHULE), define licencias como un acto adminislrativo emitido por la lt4unicipalidad, mediante el cuat se autonza ta
ejecución de una obra de habilitación urbana y/o de edificación prevista en la Ley;
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Que, el arliculo 57 del Reglamento de la LHULE especifica que la edilicación es el resultado de construir una obra de carácler

permanente sobre un predlo, que cuenle como mínimo con proyecto de habilitaclón urbana aprobado, y, cuyo destino es albergar a la
persona en el desarolo de sus aclividades. Comprende las inslalaciones lijas y complemenlarias adscritas a ella;

Que, la L0M en su articulo 46 dispone que las normas municipales son de carácler obl¡gatorio y su incumplimiento acarrea las
correspondienles (... ) Las ordenanzas determinan el régimen de sanciones admin¡strativas por la inlracción de sus disposiciones,
rdo las escalas de multas en función de la gravedad de la falta, así como la imposición de sanciones no pecuniar¡as. Las
que aplique la auloridad municipal pueden ser las de mulla revocación de aulorizaciones o licencias, clausura, decomiso,

de productos y mobiliario, retLro de elementos antlrreglamentarios, internamiento de vehiculos, inmovllización de productos y olras

Que, el Reglamenlo de Aplicación de Sanc¡ones Adminislrat¡vas (MSA) y el Cuadro de Infracciones y Sanciones (CUIS) oe ta
Municipalidad Distrilalde Cerro Colorado, aprobados con ordenanza Mun¡cipal N'487-[¡DCC, en el ítem signado con codigo DUC.68 mmo
tipillca la inlracción siguienle "El ejecutar obras de ed¡fcación en general, ampliación, remodelación, modifcación, cercos, demolición, etc.,
sin contar con la autorización municipal correspondienle" con una mulla de¡ 10'lo del valor de la obra ejeculada y con medidas correctivas
de pafalización temporal de la obra, oblención de la aulorizaclón municipal demolición de lo indebidamenle consÍuido asícomo denuncra
oenalcorresoondiente

Que, el Tribunal Conslitucional, destaca que la fuerza o el valor de ley de eslas normas se determina por el rango de ley que la
propia Constilución les otorga. Se lrala, por tanlo, de normas que, aun cuando no provengan de una fuente formal cono la parlamentaria,

equivalentes a las emilidas por ella y, como tales, se diferencian por el principio de compelencia y no por el de jerarquia normaliva. De
modo, la ordenanza, en tanto ey municlpal, constiluye un instrumenlo imporlante a través del cual las municipalidades pueden ejercer

manilestar su autonomÍa (Caso l/aieo Eugenio Quispe en representación de] 1% de los ciudadanos deldislrito de Ancón, Exp. N" 0003-
2004-Al/TC, fundamento 7);

Que, la Corte Suprema de Just¡cia de la República, instiluye como precedente, que la demandante no presentó la licencia de
construcción, por lo que durante el proceso administrativo mienlras no se cumpla con la regularización de la inlracción esta subsiste i.. ) la
conducta infractora de la demandanle se conslituyó en el comportamiento de construlr sin licencia municipal, situación que continuó hasla
la fiscalización realizada por la entidad demandada (,..) la no presentación de la lcencia de consflcclón constituirla una infracción
continuada y teniendo en cuenta lo prescrito en el artículo 233.2 de la Ley N.27444 vigente a la fecha de la imposición de la sanción
(Senlencia Casación N'6537,2019-CUSCo, fundamento 3.14, 3,15 y 3.16);

Que, consecuentemenle cabe indicar que los admin¡strados indican aue la notillcación delinicio del Procedimiento Administrativo
Sancionador se habria realizado el 07 de octubre de 2025, dejándose la documentación en una caseta de vigilancia, no cumpliendo con las
fonnalidades de la nolificación personal, dado que la persona que recibió la documenlación es una persona ajena a los adminisfados y no
se vincu la juridicar¡ente con el deslinalario de la notificaciónj en consecuencia, la sola enfega de la resolución en una caseta de vigilancia
no salislace las exigencias legales para una notificación válida, al no haberse acreditado que quien la recibió se enmntram autorizado o

^\ rDAD - lacullado para recibirla. Al respeclo, corresponde precisar que la alegación del administrado carece de sustento jurídico y no resulla

,.1 i a t r.. ,"'" ^ am parable, pueslo q ue, si bien cuestiona la formalidad de la notificac¡ón, en aplicac¡ón del princip¡o de final¡dad y conservación del acto

:'.^ 
-'.1 

adminislralivo, la notilicación surte plenos efeclos cuando el administrado loma conocimiento real del conlenido del aclo sin generar

i (i:tü,,1 ¡ indefensión; situación que queda plenamente evidenciada en el presenle caso, ya que los impugnanles demostraron un conocimienlo

r:'o¡,.,,6eÉ'conelTr¿mrleN'24l1061155,soliciladoinformaciónsobrelaResolucióndeSubGerenciaN'107-2025-SGCCUEP-GDUC-l\,4DCCconel

Trámile N'251006117, presenlando documentac¡ón para la regularización de la Licencia de Edifcación c¡n el frámite N'2510221256,
brindando respuesta al Informe Final de Instrucción N' 054-2026-SGCCUEP-GDUC-I¡DCC con el Trámile N' 260604J190, e, interpuesto

su recurso de apelación con el Trámite N'2607081148i configurándose de este modo la convalidación lácita de la nolif¡cación al haberse
garantizado irreslrictamenle su derecho de defensa;

Que, por consiguiente, por más que se cuestionen las formalidades de la diligencia de notificación, de los propios actos de los

adminislrados se adviede que tuvieron conocimiento oporluno del contenido y alcanc€ de la resolución de inicio del procedimienlo

sancionador, toda vez que, dentro del plazo legal correspondiente, eiercieron su derecho de delensa lormulando los argumenlos que
consideraron pertinentes y presenlando su respectiva apelación. En lal sentido, resulta plenamente aplicable el numeral 27.2 del articulo
27 de la LPAG, el cual establece que se tiene por bien notificado al administrado a partir de la realización de actuaciones procedimentales
que permita¡ suponer razonablemente que luvo conocimiento oportuno delconlenido o alcance de la resolución, incluyendo expresamente
la interoosición de cualoui€r recurso orocedente en elcaso concrelo:

^f*'/ilnd e,óC,sx
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Que, los objetantes señalan que, desde el 17 de octubre de 2025, se viene tramitando la reoularización de la Licencra oe
Edificac¡ón Modalidad B mediante Expediente 251017V216, circunslancia reconocida en el numeral 4.5 det tnforme F¡nal de Inslrucción N.
054-2026; en atención a lo argumentado cabe estimar que med¡ante Informe N' 397-2026-ABG.VACR-l-cDUC-NIDCC, se da cuenta que
ef exped¡ente 251017v216, referido al proced¡miento de regularización de Licencia de Edificación baio la Modalidad B, se encuenra
pendienle de nuevo pronunciamiento, en cumplimiento de lo dispuesto con Resolución de Gerencia llrunicipal N" 464-2026-G[¡-l\¡DCC; en
ese sentido, al enconlrarse dicho procedimienlo aún en trámile y pendiente de pronunciamiento por parte de la Administfación, no

considerarque la infracción maleria de lmpulación haya sido subsanada, toda vezque noexiste, a lafecha, un pronunciamiento
I definitivo que determine la procedencia de la regularización solicitada. Asimismo, corresponde precisar que la eventual

oblenclón de una licencia de edificación medlante el procedimiento de regularización no detefmina, por sí misma, la desaparición oe ta
infracción que hubiera sido comelida con anterioridad. Ello debido a que la regularización constiluye un procedimienlo destinado a oblener
el reconoc¡mlento o adecuación de una situación existente al marco normalivo aplicable, m¡enfas que la potestad sancionadora tiene por
objeto determinar la responsabilidad administrativa derivada de una mnducta infactora ya producjda. De ahí que, la lramitación de un
procedimiento de regularización posterior a la comisión de la conducla materia de imputación no desvirtúa, por si sola, la existencia de la
infracción ni delermina la inexislencia de responsabilidad administrativa, correspondiendo analizar dicha circunstancia, de ser el caso,
únicamente en función de sus efecios iuridicos denlro del procedimienlo sanc¡onador v de conformidad con la normativa aolicable:

Oue, los adm¡nislrados planlean que la @nstrucción del cerco obedeció a actos de defensa posesoria frente a amenazas
concrelas de invasión por parte de lerceros, conslituyendo una medida urgente destinada a evitar la pérdida material de la posesión del
predio; sobfe elparticulal es menester señalarque dicha ci¡c!nstancia, por sisola, no resulta idónea para desvirluar la imDutac ón efecluaoa

procedimiento administralivo sancionador; la invocación del artículo 920 del Código C vil no exonera a los objetanles del
de la normaliva urbaníslica y edificatoria, por lo que la eventual sjtuación de defensa posesoria no determina la inexistencia

de la inlracción adminislraliva maleria de ¡mputac¡ón, toda vez que el objelo del procedimienlo no consiste en dilucidar la titularidad,
posesión o mejor derecho respeclo del predio, ni en resolver controvers¡as de naturaleza civil o penal que pudieran suscitarse entre los
parliculares involucrados, por el contrario corresponde determinar si los cueslionantes ejecutaron una obra de construcción de un cerm
perimélrico sin contar previamenle con la aulorizac¡ón municipal. Por lo que en alención a ello no habilila la ejecución de obras sin licencia,
más aún cuando las Actas de Fiscalizac¡ón N' 735-2024-SGCCUEP-GDUC,MDCC y 731-2024-SGCCUEP-GDUC-MDCC. conslataron ta

-*i.lürracuo exislenqa de trabajos de construcción, hechos que configuran la aclividad const;uctora sujeta a aulorización. Consiguientemente, la

,f, \l . -q 
iustificación vinculada a una supuesta defensa posesoria no resulta perlinente ni suficiente para desvirtuar la conducla infraclora imputada,

g .lmF i :;*:: 
no acredita la exislencia de aulorización munic pal previa. En mérilo de ello, corresponde desestimar dicho extremo de la
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Que, los impugnantes soslienen que la administración no ha valorado integralmente el conlexto en el que se produjo la
construcción, mnsiderando la situación de emergencia posesoria que motivo su ejecución por lo que no resullaba suficiente anal¡zar
ún¡camente la ausencia formal de la l¡cencia prescindiendo de las circunstancias concretas que dieron origen a la actuación cuest¡onada, al

respecto se advierte que los apelantes pretenden justifcar la ejecuc¡ón del cerco perimétrico sin la autorización municipal correspondiente
¡nvocando una supuesla s¡luación de emergencia posesorjá. Sin embargo, de autos no se ev¡dencia, medio probatorio idóneo y eficaz que
acredite la cifcunstancia de emergencia alegada que les imposibilitara oblener la licencia de edif¡cación respecliva por lo que corresponde
no amoarar este extremo del recurso de aoelación interDueslol

Que, los impugnantes aiegan que la municipalidad sostiene que una vez obtenida la llcencia se podrá solicital,el archivamiento
del procedimiento sancionador siendo irrazonable imponer una sanción mientras se encuentra pendiente el procedimiento de reg!larización
cuyo resultado incide direclamente e¡ la continuidad y evenlual archivo del procedimiento sancionadorj ante lo formulado corresponde
señalar que dicha afirmación no resulla amparable, toda vez que ambos procedimienlos poseen objeto, finalidad y presupuestos distintos.
Puesto que, el procedimienlo sancionador tiene por objelo delerminar la existencia de una conducla inÍÍaclora y la responsabilidad
adminislrativa coíespondienle, mientras que el procedimiento de regu¡ar¡zación tiene como finalidad verifcar el cumplimiento de los
requ¡sitos técnicos y legales necesarios para regularizar la situación de la edillcación. Por tanto, la tramitación de este último no conoclona
n¡ suspende la potestad sancionadora de la adminislraciónj

Que, en ese sentido, debe distingurrse entre la regularización de la situación administrativa de la ediflcación y la determinacrón
de responsabilidad por una inffacción previamente cometida. La obtención posterior de una licencia no equivale a haber conlado con la
autorización al momento de ejecular la obra, por lo que no puede presumirse que la regul€rizaclón posterior torne inexistente la conducta
inlractora nj impida a la administfación determinar la responsabilidad que correspondai
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Que, los impugnantes, asimismo esgrimen una demora generada durante la prop¡a tramitación adminislraliva, por suces¡vas
observaciones que prolongaron su culm nación; por lo que, en ese en sentido, la adminislraclón debló realizar una valoración integral de las
circunstancias relevanies para determinar la responsabilidad administraliva, y no limilarse a constatar la ausencia de licencia al momento
0e ta omitiendolas cirünstancias que motivaron la ejecución de la obra y eleslado del procedim¡ento de regularización. A lo

¡do mrresponde deseslimar dicha alegac¡ón, pues la sola afirmación de los pelicionantes sobre el cumplimienlo de los requisitos no
a la administración a olorgar la autorización, corÍespondiendo a esla verificar el cumplimienlo de las exigencias legales, lécnicas y

las observaciones necesarias cuando advieda omisiones o incumolimienlosi

Que, en cuanto a la alegación de a demora adminislrativa alegada por los administrados en que refieren que las sucesivas
habrian prolongado la culminación del procedimiento, ello no pemile concluir que la demora sea atribuible a una acluación

irregular o injustii¡cada de la Administración, en lanto dichas observaciones se encuentran vinculadas a la evaluac¡ón y verilicación del

cumplimiento de los requisitos legales y técnicos exigibles. En el presente caso, las observaciones formuladas duranle la tramitación
obedecen a¡ ejercicio de la función de evaluac ón y verifcación del cumplimiento de los requisitos legales y lécnicos exigibles, por lo que su

existencia no permite concluir por si misma, que haya existido una actuación dilatarla por parte de la Administración. Asir¡ismo, mienfas
dichas observaciones no sean subsanadas y no exista un pronunciamiento favorable la slluación juridica de la obra no se modifica por el

solo hecho de enconfarse en trámite una solicitud de regularización Por eso, al no haberse acreditado que la demora alegada haya sido
iniuslilicada, exclusivamente imputable a la Administración y determinante de la mnducta infractora, dicha circun slancia no resulta suficiente
para ex¡mir o desvirtuar la responsabilidad administrat¡va atfibuidai

Que, los administfados soslayan que la demolición constiluye la medida más gravosa y su ejecución generarla un perjuicio

irreversible especialmenle s posteriormenle se aprobara la licencia de regularizacióni pese a ello, la adminisfación no efecluó un juicio de
proporcionalidad nijustificó porqué la demollción era necesaria, dóneae indispensable. Alrespecto, concierne señalarque dicha alegación
no resulta amparable, loda vez que la medida de demolición se encuenlra prevista en los instrumenios de geslión de la entidad {Reglamento
de Aplicación de Sancjones Administralivas y Cuadro de Infracclones y Sanciones) y responde a la finalidad de restablecer la legalidad

urbanistica y edificatoria frente a una obra ejecutada sin la autorización municipal respectiva. Asinismo, cuenla con sustento técnico en ei

Informe Tecnico N' 029-2025-IVDCC-GDUC-SGCCUEP-IVIlVR, que considera la valorización de la obra conforme a los Valores Unitarios

oficiales de Edificación para la Reglón de la Siera y el anexo 3 delaño 2024; asi como en elActa de Fiscalización N" 731-2024-SGCCUEP-

GDUC-li¡DCC, el Inlorme Legal N'369-2025-ABG.ll.AJFI\¡-SGCCUEP-GDUC y la Resolución de Sub Gerencia N' 107-2025" SGCCUEP-

GDUC-[¡DCC, mediante la cual se dispuso el inicio del PAS por la infacción DUC. 68. Por lo que, mientras no exista un pronunciamienlo

favorable sobre la regularización, subsisle la situación de incumplimiento que sustenla la medida corecliva, por lo que la sola tramitación

de dicho procedimiento no permite cuestionar la legalidad ni la proporcionalidad de la demol¡ción;

Que, los administrados enuncian sobre una supuesta confavención de los principios de razonabilidad proporcionalidad, buena
fe, verdad material, confianza legitima, debido procedimienlo, t picidad e interdicción de la arbitra¡edad, ante lo manifeslado debe indicarse
que la resolución impugnada, se encuenfa debidamente motivada y suslentada en los informes técnicos emilidos por el área competenle,

así como en los hechos constatados durante las actuaciones de fiscalización correspondientes, En ese sentido, la medida impuesta

responde a una fnalidad pública legilima, vinculada al cumplimienlo de la normativa munic¡pal y al confol de las cond¡ciones en las que se

ejecutan obras dentro de la jurisdicción, guardando relación directa con la conducla inÍÍactora acreditada. Por lanto, no se advierte

vulneración de los principios de razonab¡lidad y proporcjonalidad loda vez que ia consecuencia juridica lmpuesta resulta adecuada y

necesaria fente a la infracción constatada y se encuentra dentro de los parámelros establecidos por el ordenamiento juridico. En cuanto a
la buena fe y confianza legitima, cabe precisar que su invocación no puede ser enlendida como una habililación para actuar al margen de
las exigencias legales. p!es no exime del cumplimienlo de las disposiciones administrativas de carácter obiigatorio n¡ puede generar, po¡ si

sola, un derecho a ejecular actuaciones contrarias al marco normaiivo vigente. Respecto del principio de verdad material corresponde

señalar que los adminislrados no han presentado medio probatorio idóneo que acredile contar mn la aulorización municipal exigible para

la ejecución de las obras materia de imputación, Asim¡smo, no se configura vulneración del pdncipio del debido procedim¡ento, puesto que

los administrados luvieron conocimiento de los hechos que suslentaron la imputación, fueron notificados conforme a las actuaciones
obranles en el expediente y conlaron con la posibilidad de formular sus descargos y ejercer su derecho de defensa, facultad que incluso
fue ejercida mediante a interposición de los recursos admlnistrativos corespondientes. De ig!al manera, no exisle vulneración del princ p o
de tipicidad, en tanto la conducta alribuida a los administrados 9e encuentra previamente prevista en la normaliva municipal aplicable como
infracción administrativa, h abiéndose establecido en la resolución impugnada la mrrespondencia entre los hechos constatados y la conducta
tipil¡cada. Fi¡almente, fespecto de la inlerdicción de la arbitrariedad, debe prec¡sarse que la actuación administrativa cuesl¡onada no
consliluye una decisión discrecional carenle de sustento, sino una acluac¡ón emitida en ejercicio de las mmpetencias legalmenle atribuidas,
sustenlada en los hechos verificados, en los inlormes técnicos correspondientes y en las disposiciones normalivas aplicables:

nm*,' ,,/,r-_?-_.y.*
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Que, subsecuentemente, no se ha acreditado vulneración de los princ¡pios invocados ni vicios que afecte la validez de ta
Resolución de Gerencia N' 1149-2026-GDUC-MDCC emitida por la cerencia de Desarolto Urbano y Catastroi

Que, s¡endo así, se tiene que el acto administrativo objeto de impugnación cumple con los elementos esenciales de va¡idez,
como son la mmpetencia, el objeto o contenido, fnalidad pública, motivación y procedimienlo regular, es válido el acto admin¡strativo
dictado, no estando inmerso denlro de los vicios del aclo adminislrativo, contenido en el artículo '10 de la Ley del Procedimiento
Adminislrativo General, más aún si se considera que la resolución se encuenfa motivada, tanto fáctica como legalmente; en consecuencia,
no se ha violado ni vulnerado ningún derecho constitucionaldel adminislrado;

Que, medianle el Informe Legal N' 062-2026-EL-SGALA-[¡DCC de la Especialista Legalde la Sub Gerencia deAsuntos Legales
Administrativos, opina se declare ¡nfundado el recurso de apelación presentado por los adminislrados John Charles l\¡ac Dowall Talavera y

Elba Yanet Delgado Cuentas contra la Resolución de Gerenc¡a N'1149-2026-GDUC-MDCC que resuelve sancionaf a los administrados
John Charles Mac Dowall Talavera y Elba Yanet Delgado Cuentas por la comisión de Ia infracción tipificada con DUC,68'Por ejecular
obras de edificación en general, ampliación, remodelación, modifcación, cefms, demolición, etc., sin contar con la aulorización
correspondienle", imponiéndoles una multa de Sl.6,721.71 (Seis mil setecienlos veint¡uno con 71l100 soles) y como medida correctiva la

demolición en su totalidad de la construcción del cerco periméfico ejecutado en el predio con un área de ed¡fcación aproximada de 167,38
m2. Se dé por agotada la v¡a adminislraliva, acorde con el literal a) del numeral 218.2 del articulo 218 de la Ley del Procedimiento

General. Lo cual es ralificado por el Abg, Leoncio Héctor Inocencio Pérez en su calidad de Gerenle de Asesoria Juridica, a

del Proveído N'468-2026-GAJ-IVDCC;

Que, por ende, considerando lo expuesto, concierne deseslimarse el recurso formulado, alsobrevenir en infundado lo prelendido,

razón por la que este despacho, como superior jerárquico de la auloridad que dictó el aclo apelado, asi corno de lo dispueslo en el numeral

40 del Decrelo de Alcaldia N' 004-2024-[/DCC, debe emiiir la correspondienle resolución, dando además por agotada la vía adminisfativa,
como lo preceptúa el Iiteral a del numeral 218.2 del artículo 218 de la Ley del Procedimiento Administrativo General; decis¡ón que recogerá

los fundamentos y conclusiones arribados en la parte considerativa de la presentel

.;pill¡r do ¿
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e. ., I r,i ¡lofl|ÍüsrJdqos ,/onn uniíres Mac uuwiír riíilveri, y Eru

\,- . /, ;' 'Por eiecutar obras de edificación en general, ampliación,\ " r .5-..'--l-' ---------,,--.-.

, c' ¡E KE¡UELVE:

b¡i e ARTICULo PRll\,lERo. - oECLARAR INFUNDADo el recurso de apelación presentado por los administrados John Charles lrac Dowall

Pi l! Talavera y Elba Yanet Delgado Cuentas contra la Resolución de Gerencia N'1149-2026-GDUC-tu!DCC que resuelve sancionar a los
l'tJ .. r'j admrn'strádos John CharleiNlac Dowall Talavera y Elba Yanet Delgado Cuentas por la comisión de la infacción tipificada con DUC. 68

/,i/ "Por ejecutar obras de edificación en oeneral, ampliación, remodelación, modificación, cercos, demolición, etc., sin conlar mn la autorización

.C 'fht 
.i 

lnlculo PRll\,lERo. - oECLARAR INFuNDADO el recurso de apelación presenladg por 
lqs 4m]nistrados John Charles lrac Dowall

¡,_¡ffi¡ ': Talavera y Elba Yanet Delgado Cuentas contra la Resolución de Gerencia N'1149-2026-GDUC-tu!DCC que resuelve sancionar a los

"Por ejecutar obras de edificación en general, ampliación, remodelación, modificación, cercos, demolición, etc., sin contar mn la autorización

correspond¡ente", imponiéndoles una multa de Sl.6,721.71 (Seis m¡l selecientos ve¡ntiuno con 71i100 soles) y como medida correctiva la

demolición en su lolalidad de la conskucción delcerco perimétrico ejecutado en el predio con un área de edificación aproximada de 167.38

m2i ello conforme a la documentación obrante y lo suslentado en la parle considerativa de la presente.

ARTÍCULO SEGUNDo.- CoNFIRMAR en todos sus extremos la Resolución de Gerencia N"1149-2026'GDUC-tu!DCC emitida por la

Gerencia de oesarrollo Urbano y Cataslro.
^!L|DAD ^

>{ro¿s-ryc.e ARTiCULO TERCERo-DAR por AGoTADA LA VIA ADMINISTMTIVA, acorde con el lileral a) del artlculo 218.2 del anículo218deia

+ €¡{-i,í 
-É Ley del Procedimienlo Admrnistrarivo General

'4 .o' ARTÍCULo CUARTo. - NoTIFICAR el presente aclo adminislrativo a los administrados John Charles Mac Dowall Talavera y Elba Yanet
'ro coroBF- Delgado Cuentas, conforme a ley; asimismo, a las unidades orgánicas competenles, para su fiel cumplimienlo,

ARTÍCULO QU|NTo. - ENCARGAR a la Oficina de fecnolog¡as de la Información, la publicación de la presenle Resolución en el Portal

Inslitucional de la Página Web de la l!!unic¡pal¡dad oistritalde Cerro Colorado.

REGIS]'RESE COMUIVIOUESE Y CÚMPLASE
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